
GE.25-08778  (S)    080825    110825 

Comité de los Derechos del Niño 

  Dictamen aprobado por el Comité en virtud del Protocolo 
Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño 
relativo a un procedimiento de comunicaciones, respecto  
de la comunicación núm. 161/2021* ** 

Comunicación presentada por: A. S. (representado por el abogado Boris 

Wijkström) 

Presunta víctima: N. F. 

Estado parte: Suiza 

Fecha de la comunicación: 7 de septiembre de 2021 (presentación inicial) 

Fecha de aprobación 

del dictamen: 19 de mayo de 2025 

Asunto: Separación de una niña de su padre, debido a la 

expulsión de este a Argelia 

Cuestiones de procedimiento: Poder de representación; comunicación 

manifiestamente infundada; agotamiento de los 

recursos internos 

Cuestiones de fondo: Interés superior del niño; injerencia en la vida 

familiar; separación de los niños de sus padres; 

derecho a ser escuchado 

Artículos de la Convención: 3, párr. 1; 9; 12 y 16 

Artículos del Protocolo 

Facultativo: 5, párr. 2; y 7 e) y f) 

1.1 El autor de la comunicación es A. S., nacional de Argelia, nacido el 10 de octubre 

de 1970. Presenta la comunicación en nombre de su hija, N. F., de nacionalidad marroquí, 

nacida el 10 de mayo de 2007. El autor alega que el Estado Parte violó los derechos que 

asisten a N. F. en virtud de los artículos 3, párrafo 1, 9, 12 y 16 de la Convención al decidir 

expulsar a A. S. a Argelia. El autor está representado por un abogado. El Protocolo 

Facultativo entró en vigor para el Estado Parte el 24 de julio de 2017. 

  

 * Aprobado por el Comité en su 99º período de sesiones (12 al 30 de mayo de 2025). 
 ** Participaron en el examen de la comunicación los siguientes miembros del Comité: Suzanne Aho, 

Thuwayba Al Barwani, Hynd Ayoubi Idrissi, Mary Beloff, Rinchen Chophel, Rosaria Correa, 

Timothy Ekesa, Bragi Gudbrandsson, Mariana Ianachevici, Sophie Kiladze, Cephas Lumina, Faith 

Marshall-Harris, Juliana Scerri Ferrante, Aïssatou Alassane Sidikou y Benoit Van Keirsbilck. 

De conformidad con el artículo 8, párrafo 1 a), del reglamento del Comité en relación con el 

Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a un procedimiento de 

comunicaciones, Philip Jaffé, miembro del Comité, no participó en el examen de la comunicación. 
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1.2 El 25 de octubre de 2021, de conformidad con el artículo 6 del Protocolo Facultativo 

y el artículo 7 de su reglamento en relación con el Protocolo Facultativo, el Comité, actuando 

por conducto de su Grupo de Trabajo sobre las Comunicaciones, solicitó al Estado Parte que 

suspendiera la expulsión del autor a Argelia para evitar que dicha expulsión causara un daño 

irreparable a los derechos de N. F. 

  Hechos expuestos por el autor 

2.1 El 29 de agosto de 1999, el autor llegó a Suiza para solicitar asilo. El 25 de octubre 

de 1999 las autoridades del Estado Parte le denegaron el asilo. Después de que su recurso fue 

desestimado y se dictó contra él una orden de expulsión a Argelia, el autor se quedó en Suiza. 

Años después, entabló una relación con R. F., ciudadana marroquí titular de un permiso de 

residencia permanente. El 10 de mayo de 2007 nació N. F., hija de ambos. Un año y medio 

después, el autor y R. F. se separaron. 

2.2 El 22 de agosto de 2012, el Tribunal Civil de distrito de Lausana reconoció a N. F. 

como hija del autor, formalizó el derecho de visita del autor y ratificó el acuerdo concertado 

entre el autor y R. F., por el cual el autor quedaba eximido de aportar contribuciones 

financieras regulares en vista de su precaria situación económica. El autor destaca que el 

tribunal le confirió un derecho de visita “libre y extenso” y que sus frecuentes visitas le han 

permitido forjar una estrecha relación con su hija. El autor señala que ha participado en la 

vida de N. F. haciendo regularmente las tareas del colegio con ella, yendo a recogerla a la 

escuela y a sus actividades extraescolares y llevándola al médico. Añade que se ven tres o 

cuatro veces por semana y regularmente los fines de semana. El autor mantiene también una 

estrecha relación con N., media hermana de N. F. 

2.3 El 6 de junio de 2013, el autor fue condenado al pago de una multa de 300 francos 

suizos por su estancia ilegal en Suiza. El 3 de abril de 2014, contrajo matrimonio con I. D., 

nacional suiza. El 17 de julio de 2014 el Servicio de Población del Cantón de Vaud le 

concedió un permiso de residencia para fines de reunificación familiar con I. D., permiso que 

fue prorrogado hasta el 2 de abril de 2017. El 27 de febrero de 2017, el autor solicitó la 

renovación de su permiso de residencia al Servicio de Población, al que informó de que se 

había separado de I. D. El 19 de febrero de 2018 el Servicio de Población emitió una 

recomendación favorable. A pesar de ello, el 6 de septiembre de 2018, la Secretaría de Estado 

de Migración se negó a aprobar la renovación de su permiso y ordenó que se expulsara al 

autor de Suiza. La Secretaría de Estado de Migración consideró que el autor no había 

demostrado que había establecido una relación afectiva sólida y estable con N. F y que no le 

daba apoyo económico. El autor señala que la Secretaría de Estado de Migración no tomó en 

consideración las pruebas que había presentado ni el interés superior de N. F., y llegó a la 

conclusión de que el interés del autor en mantener su relación con N. F. era secundario con 

respecto al interés público de su expulsión. La Secretaría de Estado de Migración no tomó 

declaración a N. F., a pesar de que esta tenía 11 años y habría podido ser escuchada en un 

entorno apropiado. 

2.4 En su recurso ante el Tribunal Administrativo Federal, de 8 de octubre de 2018, el 

autor impugnó la conclusión de la Secretaría de Estado de Migración sobre su relación con 

N. F., remitiendo a cartas escritas por R. F., I. D., trabajadores sociales, amigos, N. F. y N. 

Invocó el artículo 50, párrafo 1 b) de la Ley Federal de Extranjería e Integración, el artículo 3 

de la Convención y el artículo 8 del Convenio para la Protección de los Derechos Humanos 

y de las Libertades Fundamentales (Convenio Europeo de Derechos Humanos), en relación 

con la prohibición de las injerencias arbitrarias en la vida privada y familiar. El 27 de 

noviembre de 2020, el Tribunal desestimó ese recurso y confirmó la decisión de la Secretaría 

de Estado de Migración. El Tribunal indicó, entre otras cosas, que el matrimonio del autor 

no había durado tres años, como exige el artículo 50, párrafo 1 b) de la Ley Federal de 

Extranjería e Integración, que el autor podría integrarse en Argelia y que sus vínculos 

económicos y afectivos con N. F. no eran particularmente fuertes. El autor hace notar que el 

Tribunal no se pronunció sobre el interés superior de N. F. ni las consecuencias que podría 

tener esa decisión para ella. 

2.5 El 18 de enero de 2021, el autor recurrió ante el Tribunal Federal argumentando que 

el Tribunal Administrativo Federal había establecido los hechos de manera arbitraria y que, 

en particular, no había tomado en consideración las pruebas relativas a la profundidad de su 
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relación con N. F., que ejercía un derecho de visita muy reforzado y que, en ese contexto, el 

apoyo económico del autor a N. F. no era tan insignificante como consideraban las 

autoridades, habida cuenta de que él no tenía autorización para trabajar. El 10 de febrero 

de 2021 el Tribunal Federal desestimó el recurso con arreglo al procedimiento simplificado 

previsto en el artículo 109, párrafo 2 a) de la Ley del Tribunal Federal. El autor indica que el 

Tribunal Federal había aceptado el argumento de que no había relación afectiva ni económica 

entre el autor y N. F. sin hacer el menor análisis y había llegado a la conclusión de que podrían 

mantener los vínculos que los unían a través de los medios de comunicación modernos sin 

mencionar el interés superior de N. F. El autor indica que él siempre invocó la Convención 

ante los tribunales y que nunca ha recibido asistencia jurídica. 

  Denuncia 

3.1 El autor sostiene que hubo una violación procedimental del artículo 3, párrafo 1, de la 

Convención, pues el Tribunal Federal no explicó de qué manera la orden de expulsión dictada 

en su contra era compatible con el interés superior de N. F., que debe examinarse por 

separado1. Así pues, los tribunales nacionales no demostraron que habían tenido debidamente 

en cuenta el interés superior de N. F. y que habían sopesado los distintos intereses que estaban 

en juego2. En la única frase en que el Tribunal Federal indica que, si bien era cierto que sería 

difícil para el autor ejercer su derecho de visita estando en Argelia, podría mantener su 

relación con N. F. a través de los medios de comunicación modernos, no menciona siquiera 

las consideraciones pertinentes enunciadas por el Comité en su observación general núm. 14 

(2013). Por consiguiente, la resolución del Tribunal Federal es manifiestamente arbitraria y 

constituye una denegación de justicia para N. F. Según el autor, el razonamiento superficial 

de las autoridades judiciales demuestra que el interés superior de N. F. no fue una 

consideración primordial; el análisis se concentró exclusivamente en la persona del autor. 

El autor indica que su caso no es el único y que, en general, la aplicación del artículo 3, 

párrafo 1, de la Convención por Suiza es deficiente3. 

3.2 El autor invoca el artículo 9 de la Convención e indica que mantiene los argumentos 

que expuso ante el Tribunal Administrativo Federal y el Tribunal Federal. 

3.3 Remitiéndose al artículo 12 de la Convención, el autor afirma que N. F. nunca tuvo 

oportunidad de ser oída, siendo así que ya tenía edad para ser entrevistada en circunstancias 

apropiadas. Así pues, las autoridades del Estado Parte no actuaron con la debida diligencia 

para evaluar su interés superior4. 

3.4 En relación con el artículo 16 de la Convención, el autor se refiere a los argumentos 

que expuso refiriéndose al artículo 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos en los 

recursos que interpuso ante el Tribunal Administrativo Federal y el Tribunal Federal. El autor 

destaca que el artículo 16, párrafo 2, de la Convención establece que N. F. tiene derecho a la 

protección de la ley contra toda injerencia arbitraria en su vida familiar. En este caso, la ley 

no la protegió, puesto que no se tomó en consideración su interés superior. 

3.5 Según el autor, su expulsión impediría que lo autoricen a volver a Suiza para visitar a 

su hija. Tampoco tendría recursos para hacer las visitas, porque pertenece a una familia pobre. 

N. F. no podría ir a visitarlo a Argelia, porque no dispone del dinero necesario para hacer un 

viaje de ese tipo y no podría viajar sola. En el momento en que el autor presentó la 

comunicación, N. F. tenía 14 años y se encontraba en una etapa particularmente delicada de 

su desarrollo. El daño emocional que sufriría a causa de la expulsión del autor sería 

irreparable porque la niña es muy apegada a él. El autor destaca que no tiene condenas 

penales, salvo una multa de 300 francos suizos, de tan poca cuantía que no figura en sus 

  

 1 E. A. y U. A. c. Suiza (CRC/C/85/D/56/2018), párr. 7.3; y Comité de los Derechos del Niño, 

observación general núm. 14 (2013), art. 3, párr. 1. 

 2 Véase Tribunal de Justicia de la Unión Europea, M.A. c. État belge, asunto C-112/20, sentencia, 11 de 

marzo de 2021. 

 3 Véase E. A. y U. A. c. Suiza; CRC/C/CHE/CO/2-4; Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 

M.P.E.V. et autres c. Suisse, demanda núm. 3910/13, sentencia, 8 de julio de 2014, párr. 57; y 

Tribunal Europeo de Derechos Humanos, El Ghatet c. Suisse, demanda núm. 56971/10, sentencia, 

8 de noviembre de 2016, párrs. 52 y 53; 

 4 E. A. y U. A. c. Suiza, párr. 7.4. 

https://docs.un.org/es/CRC/C/85/D/56/2018
https://docs.un.org/es/CRC/C/CHE/CO/2-4
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antecedentes judiciales. Por consiguiente, no hay un interés público preponderante que 

justifique su expulsión. La recomendación favorable de las autoridades cantonales demuestra 

que el autor no constituye una amenaza para la sociedad y que existe un fuerte interés familiar 

en que permanezca en Suiza. 

  Observaciones del Estado Parte sobre la admisibilidad y el fondo 

4.1 En sus observaciones de 27 de diciembre de 2021, el Estado Parte señala que en el 

expediente no consta que R. F., titular de la patria potestad y la custodia de N. F. y 

representante legal de esta, haya apoyado de manera formal y válida la presentación de la 

comunicación en nombre y por cuenta de N. F. Además, solo el autor tenía calidad de parte 

en los procedimientos internos. En vista de que el autor no ejerce la patria potestad sobre 

N. F. y de que no cuenta con un documento en que R. F. lo autorice por escrito a proceder 

ante el Comité, no se puede considerar que el autor esté debidamente habilitado para hacerlo. 

Así pues, el Estado Parte considera que la comunicación es inadmisible por falta de 

consentimiento de N. F. y por la incapacidad del autor de justificar, como lo exige el 

artículo 5, párrafo 2, del Protocolo Facultativo, el haber actuado en nombre de N. F. sin el 

consentimiento de ella. 

4.2 En sus observaciones de 24 de junio de 2022, el Estado Parte indica que el 

consentimiento escrito de N. F., que se le presentó después de sus observaciones anteriores, 

data de una fecha posterior a la presentación de la comunicación. Además, no consta en el 

expediente que R. F. haya apoyado de manera formal y válida la presentación de la 

comunicación en nombre y por cuenta de N. F. Por lo demás, ni el autor ni N. F. han firmado 

el formulario de la comunicación. Por consiguiente, el Estado Parte invita al Comité a que se 

asegure de que la comunicación se ha presentado debidamente y responde al interés superior 

de N. F. 

4.3 El Estado Parte observa que el autor no alegó una vulneración del artículo 12 de la 

Convención ante el Tribunal Federal. Ahora bien, en su calidad de órgano jurisdiccional 

supremo, el Tribunal Federal no puede, en principio, examinar de oficio reclamaciones no 

presentadas por la parte recurrente. Por consiguiente, la resolución del Tribunal Federal no 

contiene elementos suficientes para pronunciarse a ese respecto. El Estado Parte invita al 

Comité a que declare esa reclamación inadmisible por no agotamiento de los recursos de la 

jurisdicción interna, de conformidad con el artículo 7 e) del Protocolo Facultativo. 

4.4 El Estado Parte observa que el autor declara que mantiene los argumentos expuestos 

en sus recursos ante el Tribunal Administrativo Federal y el Tribunal Federal para 

fundamentar su reclamación relativa a una vulneración del artículo 9 de la Convención, pero 

que no especifica por qué considera que se ha violado dicho artículo ni a qué argumentos se 

refiere. El autor se remite además a sus argumentos relativos al artículo 8 del Convenio 

Europeo de Derechos Humanos expuestos ante los tribunales nacionales para fundamentar 

su reclamación de que se vulneró el artículo 16 de la Convención sobre los Derechos del 

Niño, pero no especifica a cuáles de los argumentos de sus recursos ante el Tribunal 

Administrativo Federal y el Tribunal Federal se refiere. Los motivos expuestos en la 

comunicación no demuestran suficientemente en qué consistió la supuesta violación del 

artículo 16 de la Convención. Por lo tanto, esas reclamaciones son inadmisibles en virtud del 

artículo 7 f) del Protocolo Facultativo, pues no están suficientemente motivadas. 

4.5 En cuanto al fondo de la cuestión, el Estado Parte considera que no se ha vulnerado la 

Convención. Con respecto a la alegación de que se vulneró el artículo 3, párrafo 1, de la 

Convención, el Estado Parte observa que el presente caso trata de la expulsión a Argelia del 

autor en cumplimiento de lo dispuesto en la legislación de extranjería. Por lo tanto, N. F. no 

era parte en el procedimiento interno. N. F. tiene derecho a permanecer en Suiza con R. F. El 

Estado Parte hace notar además que los artículos 3 y 9 de la Convención no confieren un 

derecho directo a la concesión o el mantenimiento de un permiso de estancia. Eso no quita 

que esos dos artículos deben tomarse en consideración, en su caso, al evaluar los intereses en 

juego, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 8, párrafo 2, del Convenio Europeo de 

Derechos Humanos. El interés superior del niño es un aspecto al que la jurisprudencia suiza 

atribuye gran importancia en el contexto de los obstáculos a la ejecución de una orden de 

expulsión. 
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4.6 Según el Estado Parte, el interés fundamental de N. F. de poder crecer y gozar de un 

contacto estrecho con el autor se tuvo en cuenta de manera similar, ya fuera en el marco 

de los artículos 3 y 9 de la Convención sobre los Derechos del Niño o en relación con el 

artículo 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, que fue examinado por la Secretaría 

de Estado de Migración, el Tribunal Administrativo Federal y el Tribunal Federal en sus 

decisiones. Ahora bien, dichas autoridades determinaron que, desde que el autor se separó 

de R. F., su relación con N. F. no presentaba el grado de intensidad exigido por la 

jurisprudencia y que las condiciones para observar el derecho al respeto de la vida familiar, 

consagrado en el artículo 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, no se habían 

cumplido. Ateniéndose al principio de proporcionalidad, el Tribunal Administrativo Federal 

procedió, en su resolución de 27 de noviembre de 2020, a evaluar rigurosamente los intereses 

públicos y privados en juego desde la perspectiva de dicho artículo, teniendo en cuenta la 

relación del autor con N. F. y la relación de filiación que existe entre ellos. El Tribunal 

Administrativo Federal no mencionó explícitamente la Convención, pero se refirió a la 

resolución del Tribunal Federal de 2 de febrero de 2018, publicada en el compendio de 

sentencias del Tribunal Federal y en particular al considerando 5.2 y la jurisprudencia en él 

citada, de la que se desprende que la evaluación global de los intereses que ha de efectuarse 

a la luz del artículo 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos y de la jurisprudencia 

con él relacionada, que tiene en cuenta el interés de los niños en mantener contactos regulares 

con sus progenitores, se solapa con el que está previsto en el artículo 3 de la Convención 

sobre los Derechos del Niño5. 

4.7 El Estado Parte observa que el Tribunal Administrativo Federal tomó conocimiento 

de que el autor había afirmado que tenía problemas de salud mental que le impidieron trabajar 

desde su llegada a Suiza y contribuir a la manutención de N. F. Ahora bien, su solicitud de 

pensión de invalidez fue rechazada el 28 de agosto de 2018 por no haber merma de su 

capacidad de ganarse el sustento. El cotejo de la información que figura en sus expedientes 

puso de manifiesto que el autor había intentado engañar a las autoridades de asilo, las 

autoridades de migración, el Tribunal Administrativo Federal y el psiquiatra que atendió su 

caso en el marco del procedimiento de solicitud de una pensión de invalidez, intentando hacer 

creer que sufría de trastornos psiquiátricos graves, debidos a acontecimientos traumáticos 

que supuestamente había vivido en Argelia, con la esperanza de lograr quedarse en Suiza, a 

costa de los servicios de asistencia social y el seguro de invalidez. Según el Estado Parte, el 

Tribunal Federal tomó en consideración el interés fundamental de N. F. en vivir cerca del 

autor en el marco de la evaluación de los intereses en juego exigida por el artículo 8 del 

Convenio Europeo de Derechos Humanos. La argumentación del autor se articulaba en torno 

a dicho artículo y en ningún momento había invocado específicamente el interés de N. F. en 

vivir cerca de él. El Tribunal Federal consideró también que el autor no tenía un vínculo 

afectivo particularmente fuerte con N. F., aunque su relación se había estrechado un poco 

con el paso de los años. En su sentencia destaca que, después de haber vivido un año y pocos 

meses con N. F. y R. F., entre 2012 y 2017 el autor había visto a la niña solo dos veces por 

semana durante unas horas y que, a partir de 2017, a veces pasaban juntos un día entero, pero 

la niña nunca pernoctaba con él. N. F. había renunciado a que el autor aportara a la 

manutención de la niña, habida cuenta de que este se encontraba en una situación económica 

precaria y de que no había hecho ningún esfuerzo a ese respecto. En el recurso interpuesto 

ante el Tribunal Federal, el autor intentó dar pruebas de sus vínculos con N. F. basándose en 

varios hechos que, como no constaban en la sentencia del Tribunal Administrativo Federal, 

el Tribunal Federal no pudo tener en cuenta. El Tribunal Federal llegó a la conclusión de que 

no podía decirse que el vínculo afectivo o la relación económica entre el autor y N. F. fueran 

particularmente fuertes, lo que disminuía el interés de N. F. en vivir cerca de su padre. Por 

consiguiente, el Estado Parte considera que el Tribunal Administrativo Federal examinó 

debidamente el interés superior de N. F. El interés privado que tiene el autor en quedarse en 

Suiza no podía prevalecer con respecto a su dependencia de la asistencia social, su condena 

por estancia ilegal y su falta de integración social. Según el Estado Parte, en la comunicación 

no se ha establecido que la valoración de los hechos y de las pruebas por los órganos 

jurisdiccionales haya sido arbitraria o haya constituido una denegación de justicia. El Estado 

Parte invita al Comité a que declare la reclamación relativa a una violación del artículo 3 de 

  

 5 Tribunal Federal, sentencia ATF 144 I 91, 2 de febrero de 2018, consid. 5.2. 
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la Convención inadmisible por estar manifiestamente infundada, de conformidad con el 

artículo 7 f) del Protocolo Facultativo. 

4.8 Por cuanto respecta a la reclamación relativa a una violación del artículo 9 de la 

Convención, el Estado Parte subraya que la orden de expulsar al autor a Argelia se dictó de 

conformidad con la legislación de extranjería. Las autoridades competentes tuvieron 

debidamente en cuenta el interés superior de N. F., quien siempre ha vivido con R. F. 

Además, el autor y N. F. podrán mantener el contacto, en particular gracias a los medios de 

comunicación modernos. Por consiguiente, la reclamación es inadmisible por estar 

manifiestamente infundada, de conformidad con el artículo 7 f) del Protocolo Facultativo. 

4.9 Respecto de la reclamación relativa a la violación del artículo 12 de la Convención, el 

Estado Parte observa que N. F. y R. F. redactaron varias cartas que se incluyeron en el 

procedimiento interno y se transmitieron al Comité, y que describen la relación de N. F. con 

el autor. Tanto la Secretaría de Estado de Migración como los tribunales las tuvieron en 

cuenta. Además, nada indica que fuera necesario oír a N. F. El Estado Parte hace notar que 

el Tribunal Administrativo Federal realizó investigaciones rigurosas y exhaustivas. Por 

ejemplo, el Tribunal invitó al autor a que le proporcionara información complementaria sobre 

la solidez de sus vínculos afectivos y económicos con N. F. y la forma concreta en que había 

mantenido su relación con ella entre su nacimiento y el 22 de agosto de 2012, fecha en que 

se constató la relación de filiación entre N. F y el autor, y después de esa fecha, exhortándolo 

a indicar “el número medio de días, horas diarias y noches que N. F. pasaba en su domicilio 

cada mes”, durante las vacaciones escolares y fuera de ellas. El autor presentó una nueva 

declaración escrita de R. F., con fecha 13 de agosto de 2020, en la que figuraba suficiente 

información sobre su relación con N. F.; de dicha información se desprendía que esa relación 

nunca había tenido el grado de intensidad exigido por la jurisprudencia para que pudiera 

equipararse a un derecho de visita habitual. Además, el autor, que nunca había tenido un 

trabajo estable desde su llegada a Suiza, nunca había abonado pagos regulares y sustanciales 

por concepto de alimentos en favor de N. F., sin que hubiera motivos válidos para ello. 

Así pues, N. F. tuvo la posibilidad de expresar su opinión y las autoridades nacionales 

tuvieron debidamente en cuenta dicha opinión. Por consiguiente, la reclamación relativa 

a una violación del artículo 12 de la Convención es inadmisible, de conformidad con el 

artículo 7 f) del Protocolo Facultativo, por estar manifiestamente infundada. 

4.10 Por cuanto respecta a la supuesta violación del artículo 16 de la Convención, el Estado 

Parte se remite a la decisión de la Secretaría de Estado de Migración y a las sentencias del 

Tribunal Administrativo Federal y el Tribunal Federal en las que se evaluaron detenidamente 

los intereses privados y públicos en juego y se tomó debidamente en consideración el interés 

superior de N. F. De dichas sentencias se desprende que N. F. no fue víctima de injerencias 

arbitrarias o ilegales en su vida familiar. Por consiguiente, esa reclamación es inadmisible 

por estar manifiestamente infundada, de conformidad con el artículo 7 f) del Protocolo 

Facultativo. 

  Comentarios del autor sobre las observaciones adicionales del Estado Parte 

5.1 En sus observaciones de 6 de marzo de 2023, el autor sostiene que las preocupaciones 

del Estado Parte en relación con la cuestión de si el autor podía presentar la comunicación 

son excesivamente formalistas. El autor presentó la comunicación sin asistencia jurídica. El 

autor, que no recibió educación formal, tuvo dificultades técnicas para estampar su firma en 

el documento electrónico. Se trata de una omisión involuntaria que se corrigió en los 

intercambios posteriores. El 15 de octubre de 2021, el autor firmó un poder de representación 

en favor de su abogado quien, en la misma fecha, transmitió el consentimiento firmado 

de N. F. Según el autor, es evidente, por los argumentos presentados en los procedimientos 

internos y en la presente comunicación, que N. F. apoya sus esfuerzos por defender sus 

intereses; además, N. F. ha presentado varias cartas en las que indica que se opone a su 

expulsión. R. F. manifestó su apoyo al autor en este marco. El autor presenta una copia del 

consentimiento escrito de R. F. para que el autor presentara la comunicación al Comité. 

5.2 Respecto del argumento del Estado Parte de que el autor no ha agotado los recursos 

internos en relación con su alegación de que se vulneró el artículo 12 de la Convención, el 

autor sostiene que la resolución de la Secretaría de Estado de Migración data del 6 de 

septiembre de 2018, momento en que N. F. tenía 11 años y por lo tanto edad suficiente para 
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que se la consultara y se tuviera en cuenta su opinión. El autor afirma que, como N. F. no fue 

oída, su interés superior no pudo determinarse correctamente. El autor observa que el Comité 

expresó en varias ocasiones su preocupación respecto de la aplicación deficiente por el 

Estado Parte del derecho del niño a ser escuchado6. 

5.3 El autor refuta que sus reclamaciones relativas a las violaciones de los artículos 9 y 16 

de la Convención sean inadmisibles por ser manifiestamente infundadas. Los argumentos que 

expuso en el recurso interpuesto ante el Tribunal Federal eran muy elaborados y se basaban 

casi exclusivamente en la existencia de su relación con N. F. En particular, explicó en detalle 

lo que su expulsión significaría para N. F. y su vida familiar. Su argumentación se basaba en 

que el Tribunal Administrativo Federal había hecho constataciones fácticas arbitrarias 

respecto de la naturaleza de su relación con N. F. que contradecían las pruebas que el autor 

había presentado. Sostuvo que, en general, la balanza se inclinaba a favor de la renovación 

de su permiso de residencia si se tenía debidamente en cuenta el interés superior de N. F. Por 

consiguiente, su argumentación ante el Tribunal Federal era suficientemente elaborada para 

que se la considerara justiciable ante el Comité. Aunque sus argumentos están formulados en 

términos inspirados del artículo 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, el análisis 

de los derechos en cuestión es similar. Ahora bien, no puede aducirse en contra del autor que 

sus argumentos ante el Tribunal Administrativo Federal no estuvieran bien desarrollados, 

dado que era indigente y que había recurrido a la ayuda de un trabajador social para presentar 

un recurso ante dicho tribunal. 

5.4 En cuanto al fondo, el autor sostiene que el interés superior de una niña que reside 

legalmente en el territorio de un Estado Parte debe tenerse en cuenta en todo procedimiento 

de expulsión de uno de sus progenitores si dicha expulsión tiene el efecto de separar a la niña 

de su progenitor7. El autor alega que en el asunto M. P. E. V. y otros c. Suiza, el Tribunal 

Europeo de Derechos Humanos determinó que se había violado el artículo 8 del Convenio 

Europeo de Derechos Humanos porque las autoridades nacionales no habían tenido en cuenta 

el interés superior de la hija adolescente del demandante, que vivía con su madre, quien a su 

vez tenía la custodia, como en el caso del autor, pero, a diferencia del demandante, el autor 

residía legalmente en Suiza y el cantón en que vivía había recomendado que se le renovara 

el permiso de residencia. El autor subraya que el cantón formuló la recomendación a pesar 

de los elementos adversos que figuraban en su expediente y sobre la base de su vida familiar 

con N. F. y N. Los elementos de su comunicación son, pues, más convincentes que los del 

asunto M. P. E. V. y otros c. Suiza. 

5.5 El autor sostiene que el interés superior de la niña no se menciona para nada en las 

sentencias y que, por consiguiente, no está claro que los tribunales tuvieran en cuenta el 

interés superior de N. F8. Sostiene que el razonamiento del Tribunal Administrativo Federal 

al que se refiere el Estado Parte solo describe sus procedimientos de asilo, permiso de 

residencia y prestaciones por invalidez, y no se refiere a N. F. El autor admite que las 

incoherencias de sus expedientes no hacen buena impresión, pero el análisis del Tribunal 

Administrativo Federal no puede sustituir al deber de las autoridades nacionales de tener en 

cuenta el interés superior de N. F., que resulta directamente afectada por sus resoluciones. 

Según el autor, el simple hecho de que el Tribunal Administrativo Federal hiciera referencia 

a la sentencia del Tribunal Federal de 2 de febrero de 2018 no compensa para nada la ausencia 

total de un verdadero análisis de los intereses de N. F. En su conjunto, el análisis fue muy 

superficial, puesto que no fue más allá de una simple referencia a la jurisprudencia9. La 

ausencia manifiesta de motivación en las resoluciones de las autoridades nacionales respecto 

de la manera en que el interés superior de N. F. se tuvo en cuenta en el examen de la solicitud 

de renovación del permiso de residencia del autor es suficiente para establecer que esas 

decisiones son arbitrarias y constituyen una denegación de justicia. Las conclusiones de 

  

 6 CRC/C/CHE/CO/2-4, párr. 29; CRC/C/CHE/CO/5-6, párr. 20 a); M. K. A. H. c. Suiza 

(CRC/C/88/D/95/2019), párr. 10.11; E. A. y U. A. c. Suiza, párrs. 7.3 y 9; y A. B. c. Finlandia 

(CRC/C/86/D/51/2018), párrs. 12.2 y 12.4. 

 7 Comité de los Derechos del Niño, observación general núm. 14 (2013), párr. 19; Tribunal Europeo de 

Derechos Humanos, M.P.E.V. et autres c. Suisse; y Tribunal de Justicia de la Unión Europea, M. A. c. 

État belge. 

 8 Tribunal Europeo de Derechos Humanos, El Ghatet c. Suisse, párr. 53. 

 9 Comité de los Derechos del Niño, observación general núm. 14 (2013), párr. 97. 

https://docs.un.org/es/CRC/C/CHE/CO/2-4
https://docs.un.org/es/CRC/C/CHE/CO/5-6
https://docs.un.org/es/CRC/C/88/D/95/2019
https://docs.un.org/es/CRC/C/86/D/51/2018
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hecho del Tribunal Administrativo Federal y del Tribunal Federal, según las cuales el autor 

no tenía un “vínculo particularmente fuerte” con N. F., también son arbitrarias, puesto que 

las contradicen las pruebas presentadas en el procedimiento interno y ante el Comité, en 

particular las cartas de R. F. y N. F., las fotografías en que el autor aparece con N. F. y el 

relato del propio autor. El Estado Parte no ha refutado ninguna de esas pruebas. Según el 

autor, el criterio de “relación económica” no tiene ningún sustento en la jurisprudencia del 

Tribunal Europeo de Derechos Humanos ni en la del Comité. 

5.6 El autor observa que las cartas de R. F. describen el desarrollo y la intensificación de 

su relación con N. F. En sus cartas, R. F. menciona además que ella y sus hijas están en 

contacto diariamente con él por vía telefónica y que él siempre ha tratado a N. como si esta 

fuera su propia hija. R. F. aduce que la relación con el autor es “de primordial importancia” 

para sus hijas y que estas “resultarían extremadamente afectadas si ya no pudieran mantener 

ese vínculo afectivo con su papá”. El Estado Parte no ha presentado ningún argumento o 

elemento de prueba para refutar esas afirmaciones. No hay nada en el expediente que sustente 

la conclusión del Estado Parte de que su relación no es muy estrecha. El autor mantiene pues 

su alegación relativa a una vulneración del artículo 9 de la Convención. Mantiene asimismo 

su argumento de que el hecho de que N. F. no haya sido oída en el procedimiento interno, 

que afectaba a su vida, constituye una violación del artículo 12 de la Convención10. El autor 

destaca que no es posible que el Estado Parte haya podido determinar el interés superior de 

N. F. sin haberla escuchado y sin haber tenido en cuenta su punto de vista11. El hecho de que 

las pruebas que presentó en los procedimientos internos no se tuvieran en cuenta causó una 

interferencia desproporcionada en el derecho de N. F. a una vida familiar que le reconoce el 

artículo 16 de la Convención. 

  Deliberaciones del Comité 

  Examen de la admisibilidad 

6.1 Antes de examinar toda reclamación formulada en una comunicación, el Comité debe 

decidir, de conformidad con el artículo 20 de su reglamento en relación con el Protocolo 

Facultativo, si dicha reclamación es admisible en virtud del Protocolo Facultativo. 

6.2 El Comité toma nota de que el Estado Parte lo invita a asegurarse de que la 

comunicación fue presentada válidamente y que responde al interés superior de N. F. El 

Comité observa además que mediante declaración de 13 de octubre de 2021, N. F. confirmó 

su consentimiento para que el autor presentara la comunicación en su nombre. En 

consecuencia, el Comité considera que el artículo 5, párrafo 2, del Protocolo Facultativo no 

le impide examinar la comunicación. 

6.3 El Comité toma nota de la observación del Estado Parte de que el autor no ha agotado 

los recursos de la jurisdicción interna en relación con su reclamación respecto de una 

violación del artículo 12 de la Convención y que, por lo tanto, la reclamación es inadmisible, 

de conformidad con el artículo 7 e) del Protocolo Facultativo. El Comité toma nota asimismo 

del argumento del autor de que en ningún caso puede determinarse correctamente el interés 

superior de un niño si este no ha sido escuchado primero y si no se ha tenido debidamente en 

cuenta su opinión, por lo que considera que esas reclamaciones están indisolublemente 

ligadas a los derechos enunciados en el artículo 3, párrafo 1, de la Convención. Ahora bien, 

el Comité considera que las reclamaciones relacionadas con el artículo 12 deberían haberse 

presentado de manera autónoma ante las autoridades nacionales para dar al Estado Parte la 

posibilidad de reparar la presunta violación, habida cuenta de que existían vías jurídicas 

pertinentes para solicitar tal audiencia12. Por consiguiente, el Comité constata que las 

reclamaciones formuladas en relación con el artículo 12 de la Convención no se han 

  

 10 Comité de los Derechos del Niño, observación general núm. 12 (2009), párrs. 1 y 2, y observación 

general núm. 14 (2013), párrs. 6 c) y 14 b). 

 11 Comité de los Derechos del Niño, observación general núm. 12 (2009), párr. 74, y observación 

general núm. 14 (2013), párr. 74. 

 12 Véase Me. F. y otros c. Suiza (CRC/C/98/D/148/2021); y K. K. c. Suiza (CRC/C/92/D/110/2020), 

párr. 8.3. 

https://docs.un.org/es/CRC/C/98/D/148/2021
https://docs.un.org/es/CRC/C/92/D/110/2020
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planteado ni explícitamente ni en cuanto al fondo ante las autoridades nacionales y concluye 

que son inadmisibles, de conformidad con el artículo 7 e) del Protocolo Facultativo. 

6.4 El Comité también toma nota del argumento del Estado Parte de que la comunicación 

debería considerarse inadmisible por ser manifiestamente infundada. No obstante, el Comité 

opina que, a los fines de la admisibilidad, el autor ha fundamentado suficientemente sus 

reclamaciones en relación con los artículos 3, párrafo 1, 9 y 16, en el sentido de que la 

decisión de expulsarlo a Argelia tendría el efecto de separarlo de N. F. y constituiría una 

injerencia arbitraria en la familia, y de que el interés superior de N. F. no se tuvo en cuenta 

como consideración primordial en esas decisiones. Por consiguiente, el Comité declara 

admisibles esas reclamaciones y procede a examinarlas en cuanto al fondo. 

  Cuestiones de fondo 

7.1 El Comité ha examinado la presente comunicación teniendo en cuenta toda la 

información que le han facilitado las partes, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 10, párrafo 1, del Protocolo Facultativo. 

7.2 La cuestión principal que el Comité debe resolver es si, en las circunstancias del 

presente caso, la expulsión del autor a Argelia, y su consiguiente separación de N. F., 

vulneraría los derechos que asisten a esta en virtud de los artículos 3, párrafo 1, 9 y 16 de la 

Convención. Por consiguiente, el Comité debe examinar si esa separación está justificada a 

la luz de las obligaciones que incumben al Estado Parte en virtud de la Convención y si el 

interés superior de N. F. fue una consideración primordial en el procedimiento que condujo 

a la decisión de expulsar al autor. 

7.3 El Comité observa que, según consta en el expediente, la Secretaría de Estado de 

Migración se negó a prolongar el permiso de residencia del autor porque este no cumplía los 

criterios establecidos en al artículo 50, párrafo 1, apartado a) o b), de la Ley Federal de 

Extranjería e Integración, ya que su matrimonio con I. D. había durado menos de tres años y 

que no existían motivos personales importantes que hicieran necesaria la continuidad de su 

estancia en Suiza, respectivamente. El Comité observa que, en ese marco, la Secretaría de 

Estado de Migración consideró que, de conformidad con el artículo 8 del Convenio Europeo 

de Derechos Humanos, su interés en poder estar con N. F. y N. no podía prevalecer frente al 

interés público de negarle un permiso de residencia. El Comité observa además que, mediante 

sentencias de fecha 27 de noviembre de 2020 y 10 de febrero de 2021, el Tribunal 

Administrativo Federal y el Tribunal Federal desestimaron los recursos interpuestos por el 

autor. 

7.4 El Comité toma nota del argumento del autor de que las autoridades judiciales del 

Estado Parte no realizaron una evaluación del interés superior de N. F. El Comité observa 

además que el autor refuta la conclusión de las autoridades nacionales según la cual el vínculo 

afectivo que lo une a N. F. no es particularmente fuerte, conclusión que según el autor es 

desmentida por las pruebas presentadas por él, y afirma que las autoridades nacionales 

atribuyeron demasiada importancia a la falta de aportaciones económicas. 

7.5 El Comité recuerda que, de conformidad con el artículo 9, párrafo 1, de la Convención, 

los Estados Partes han de velar por que los niños no sean separados de sus padres contra la 

voluntad de estos, excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las autoridades competentes 

determinen, de conformidad con la ley y los procedimientos aplicables, que tal separación es 

necesaria en el interés superior de los niños. El Comité recuerda también su observación 

general núm. 14 (2013), según la cual el derecho de los niños a que su interés superior sea 

una consideración primordial que se tenga en cuenta es un derecho sustantivo, un principio 

jurídico interpretativo fundamental y una norma de procedimiento13. Por lo tanto, la 

obligación jurídica de evaluar el interés superior del niño se aplica a todas las decisiones y 

medidas que afectan directa o indirectamente a los niños, aunque la medida no vaya dirigida 

directamente contra ellos. El Comité especificó que, en casos en que una decisión vaya a 

tener repercusiones importantes en los niños, es preciso adoptar un mayor nivel de protección 

y procedimientos detallados para tener en cuenta su interés superior14. A ese respecto, el 

  

 13 Comité de los Derechos del Niño, observación general núm. 14 (2013), párr. 6. 

 14 Ibid., párrs. 19 y 20. 
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Comité considera que es indispensable proceder a evaluar y determinar el interés superior del 

niño en el contexto de la posibilidad de que se separe al niño de sus padres15. Por último, el 

Comité recuerda que, como regla general, es competencia de las autoridades nacionales 

examinar los hechos y las pruebas e interpretar la ley nacional, salvo que dicho examen o 

interpretación sea claramente arbitrario o equivalga a una denegación de justicia. Así pues, 

no corresponde al Comité sustituir a las autoridades nacionales en la interpretación de la 

legislación nacional y la valoración de los hechos y las pruebas, sino asegurarse de que la 

interpretación de las autoridades nacionales no sea arbitraria ni equivalga a una denegación 

de justicia y que el interés superior del niño sea una consideración primordial en esa 

interpretación16. 

7.6 Aunque reconoce el interés legítimo del Estado Parte en hacer cumplir sus leyes y 

decisiones en materia penal y migratoria, el Comité considera que este interés debe 

ponderarse con el derecho de los hijos a no ser separados de sus padres17. En esta ponderación 

debe darse un peso particular a la proporcionalidad de la orden de devolución, así como al 

impacto particular que la separación tendría en los niños, teniendo en cuenta las opiniones de 

estos. En el presente caso el Comité toma nota de la observación del Estado Parte de que sus 

autoridades tuvieron debidamente en cuenta el interés superior de N. F. El Comité observa, 

en particular, que el Tribunal Administrativo Federal adoptó medidas de investigación y dio 

al autor una posibilidad de presentar información complementaria, en particular sobre la 

intensidad de sus vínculos a lo largo de los años, exhortándolo a indicar “el número medio 

de días, horas diarias y noches que N. F. pasaba en su domicilio cada mes”, durante las 

vacaciones escolares y fuera de ellas. El Comité observa que el autor aprovechó esa 

oportunidad para presentar varias cartas, algunas de las cuales de parte de N. F. y R. F., que 

describían la relación que mantenía el autor con N. F. El Comité observa que el autor no 

refuta las conclusiones de hecho del procedimiento interno sobre la evolución de la 

frecuencia de las visitas. A este respecto, el Comité observa además que el Tribunal 

Administrativo Federal ha tenido en cuenta, en particular, los hechos siguientes: N. F. 

siempre ha vivido con R. F.; el autor convivió con ellas apenas “un año y pocos meses”; la 

relación de filiación entre el autor y N. F. fue constatada varios años después del nacimiento 

de N. F.; entre 2012 y 2017 el autor veía a N. F. dos veces a la semana, durante algunas horas; 

desde 2017, se ven dos veces por semana y que N. F. pasa algunas noches en casa de él 

durante las vacaciones escolares. Por consiguiente, el Comité considera que el autor cuestiona 

la valoración de los órganos jurisdiccionales nacionales según la cual esos elementos 

demuestran que no tiene un “vínculo afectivo especialmente fuerte” con N. F., pero que no 

ha demostrado que esta valoración fuera manifiestamente arbitraria ni que hubiera equivalido 

a una denegación de justicia. En vista de lo anterior y habida cuenta de que N. F. ha cumplido 

18 años, el Comité considera que la información contenida en el expediente no le permite 

llegar a la conclusión de que el Estado Parte no haya evaluado las consecuencias específicas 

para N. F. de quedar separada del autor, ni de que la devolución del autor a Argelia vulneraría 

los derechos que asisten a N. F. en virtud de la Convención. 

7.7 Teniendo en cuenta todo lo que antecede, el Comité concluye que la expulsión del 

autor a Argelia no constituiría una violación por el Estado Parte de los derechos consagrados 

en los artículos 3, párrafo 1, 9 o 16 de la Convención. 

8. El Comité, actuando en virtud del artículo 10, párrafo 5, del Protocolo Facultativo, 

llega a la conclusión de que los hechos que tiene ante sí no ponen de manifiesto una violación 

de los artículos 3, párrafo 1, 9 y 16 de la Convención. 

    

  

 15 Ibid., párrs. 58 y 59. 

 16 U. A. I. c. España (CRC/C/73/D/2/2015), párr. 4.2; Navarro Presentación y Medina Pascual c. 

España (CRC/C/81/D/19/2017), párr. 6.4; y A. R. G. c. España (CRC/C/85/D/92/2019), párr. 4.2. 

 17 C. C. O. U. y otros c. Dinamarca (CRC/C/94/D/145/2021), párr. 8.7. 

https://docs.un.org/es/CRC/C/73/D/2/2015
https://docs.un.org/es/CRC/C/81/D/19/2017
https://docs.un.org/es/CRC/C/85/D/92/2019
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